LA FUNCION EDITORIAL EN LA ADMINISTRACION PUBLICA

Mto. MigukL AnceL CHAVEZ ALVARADO *

Si consideramos que las publicaciones oficiales son todos los impresos en donde las instituciones
y/o autoridades pablicas son responsables como autores o editores, podriamos afirmar que su evo-
lucién histérica va estrechamente de la mano con los actos de gobierno. Sin embargo, asi como la
invencién de la imprenta de tipos méviles en 1450 marc6 una era en el desarrollo social, la insta-
lacién de la primera imprenta en la Nueva Espafia en 1539, inicié una serie de modificaciones
tanto en la organizacién interna del gobierno virreinal, como en su relacién con los gobernados;
primero como instrumento de control, de orden y de eficiencia administrativa y después como ele-
mento de unidad y comunicacién con la sociedad.

Para hacer la revisién de los esfuerzos mas significativos realizados por los distintos gobiernos
mexicanos en materia de publicaciones oficiales, se hace necesario invocar, aunque no con la pro-
fundidad que desearfamos para una investigacién mas acabada, los grandes cambios constituciona-
les surgidos alrededor de la imprenta como su entorno inmediato, para explicar, también en un
apretadisimo resumen, la transformacién de la actividad editorial en una funcién de la administra-
cién pablica, ya sea en cumplimiento de los mandatos constitucionales o en respuesta a la direccio-
nalidad que establece el Estado a través de su gobierno. Otro aspecto que consideramos necesario
introducir en esta conferencia se refiere a los grandes esfuerzos gubernamentales por constituir la
memoria social en general y la memoria de las instituciones piiblicas en particular, que encuentran
su expresién objetiva en los archivos, las bibliotecas y los centros de documentacién., Valga deecir
que estos centros depositarios y de servicios, ademés de que también constituyen obligaciones im-
puestas a los cargos administrativos, estan intimamente relacionados con las publicaciones, debiendo
formar parte del mismo cuerpo de estudio y de las estrategias politicas tendientes a la produccidn,
organizacién, conservacién y diseminacién de la informacién nacional. De otro modo, al observar a
las publicaciones oficiales como fines en si mismas, correriamos el grave riesgo de descalificar su
potencial como factores para la modernizacién y herramientas esenciales para el desarrollo.

Uno de los primeros intentos por racionalizar la produccién y manejo de documentos oficiales
se remonta a la Ley del 15 de abril de 1540 * girada por €l Emperador D. Carlos y el Cardenal

* (Coordinador del Centro de Investigacién y Documentacion del Instituto Nacional de Administracién Pidblica, A.C.

1 Galvin Rivera, Mariano. Nueva coleccién de leyes y decretos mexicanos en forma de diccionario. México: Libreria

Portal, 1853. Vol. 1, pag. 656.

Ley del 15 de abril de 1540: “Mandamos que de todas nuestras cédulas y provisiones despachadas y que se despacharen, y
todas las provisiones de nuestros virreyes y presidentes gobernadores que tocaren al gobierno y bien de las ciudades, pareciendo
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Gobernador en Madrid, que establecia el otorgamiento de copias autorizadas de las cédulas, provi-
siones de gobierno y de las ordenanzas de audiencias a las ciudades, villas y lugares, y se ordenaba
su depésito en los archivos y libros de cabilde. Después de esta disposicién, durante la colonia fue-
ron varias las leyes y ordenanzas que establecieron diversas restricciones al ejercicio de la libertad
de expresion y muy particularmente a la libertad de imprenta, operando un alto grado de censura
por el poder piblico, y més atfin por el Santo Oficio sobre las publicaciones de temas religiosos;
hasta el surgimiento de la libertad de expresién como punto esencial de la ideologia liberal plasma-
da en la Declaracién de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, del 26 de agosto de 1789 en
Francia, y la Constitucién Politica de la Monarquia Espafiola promulgada en Cadiz el 19 de mayo

de 1812, garantizando la libertad de imprenta y proscribiendo toda clase de censura (articulos 131,
fraccion XX1IV, y 371).

Una vez iniciado €l movimiento de independencia en nuestro pais, las ideas liberales se mani-
festaron por primera vez en el Decreto del 10 de noviembre de 1810 sobre la “libertad politica de
la imprenta” ? y mds tarde por el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana
del 22 de octubre de 1814 que garantizaba la libertad de hablar, de discurrir y de manifestar las
opiniones por medio de la imprenta, a menos que atacara el dogma, se turbara la tranquilidad
pliblica u ofendiera el honor de los ciudadanos (articulos 40 y 119).* Estas concepciones de la
libertad de expresién o de imprenta continuaron durante el México independiente y con algunas
reformas y adiciones las podemos observar en la Constitucién Federal de 1824; en la Constitucién
centralista de 1836, también llamada las Siete Leyes Constitucionales; en las Bases Orgénicas de
la Repiiblica Mexicana de 1843, también de tipo centralista; en el Acta Constitutiva y de Reformas
en 1847; hasta plasmarse en los articulos 6° y 7* de la Constitucién de 1857, que pricticamente
han permanecido inalterados hasta nuestros dias, con excepciéon de la modificacién al articulo 6°
publicada en el Diario Oficial €l 6 de diciembre de 1977. En la esfera del Poder Ejecutivo, el ar-
ticulo 69 constitucional obliga al Presidente de la Repiblica a presentar en la apertura de sesiones
ordinarias del primer periodo del Congreso, un informe por escrito en el que manifieste el estado
general que guarda la administracién piablica del pais, y que también tiene su antecedente en la
Constitucién de C4diz. Finalmente, el articulo 93, cuyo antecedente més lejano es el articulo 120
de la Constitucién de 1824, impone la obligacién a los Secretarios del Despacho y Jefes de los De-
partamentos Administrativos de informar del estado que guardan sus respectivos ramos. La reforma

4 las audiencias que son comunes 4 toda la tierra, hagan sacar copias autorizadas y signadas en piblica forms, y las dar y
entregar 4 lzs ciudades, villas y lugares de sus distritos que las pidieren, pagando los derechos que justamente deben, 4 los
escribanos, para que las pongan en los archivos y libros de cabildo, ¥ lo mismo se guarden las ordenanzas de las audiencias,
para que se sepa y guarde lo que contienen”.

* Dublin, Manuel y José Maria Lozano, Legislacién mexicana o coleccion completa de las disposiciones legislativas. México:
Imprenta del Comercio, 1876, Vol. 1, pag. 336.

Algunas ordenanzas dictadas en Espafia, como ésta, eran comunicadas directamente a México para su observancia y consi-
deramos interesante mencionarla por ser el antecedente inmediato a la Constitucién mexicana de 1814 e incluso se adelantd a la
de Cidiz, expresando en sus 20 articulos que contiene los puntos esenciales de estas constituciones. En su introduccién senalaba:
“Atendiendo las Cortes generales y extraordinarias 4 que la facultad individua! de los ciudadanos de publicar sus pensamientos
e ideas politicas es, no s6lo un freno de la arbitrariedad de los que gobiernan, sino también un medio de ilustrar 4 la Nacién
en general, y el finico camino para llegar al conocimiento de la verdadera opinién piblica™.

* El articulo 119 a la letra dice: ‘“Proteger la libertad politica de la imprenta®.
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a este articulo publicada en el Diario Oficial el 31 de mayo de 1974 amplié esta obligacién a los
Directores y Administradores de los Organismos Descentralizados y las Empresas de Participacién

Mayoritaria como una muestra de la voluntad politica para ampliar la responsabilidad del Ejecu-
tivo Federal y de sus funcionarios.

Junto con estos ordenamientos constitucionales comenzaron a aparecer las primeras disposicio-
nes ejecutivas para modificar las estructuras de nuestro gobierno y transformar las tareas editoria-
les en funciones necesarias y obligatorias del quehacer administrativo. Asi, con el fin de ofrecer
informacién oportuna a todos los ministros y autoridades del gobierno y establecer un punto de
contacto oficial con la sociedad civil haciendo piblicas sus acciones, por medio de un periédico
oficial que apareceria cada tercer dia, la Secretaria de Relaciones Exteriores solicitaba —en su
circular del 16 de enero de 1830— que todas las Secretarias del Despacho y de los Tribunales le
remitieran los documentos que en cada uno de sus ramos merecieran salir a la luz piablica. En el
Decreto Presidencial del 24 de agosto de 1852 se indicaba que dentro de las funciones de la misma
Secretaria de Relaciones estuvieran las del archivo y las de la biblioteca (creados por decreto 29
y 19 afios atrds, respectivamente) para formar la coleccién de leyes, decretos, érdenes y reglamentos
expedidos por las auturidades de la federacion, asi como la redaccién y publicacién del periédico
oficial. Siendo Presidente interino, Benito Juérez expidié un Decreto el 22 de febrero de 1861 para
distribuir los ramos de la administracién piliblica entre las seis secretarias, existentes en ese momen-
to, y le correspondié a la Secretaria de Estado y del Despacho de Relaciones Exteriores las funcio-
nes del archivo general, las publicaciones oficiales y las impresiones del gobierno.

Cuatro dias después del Acuerdo Presidencial del 16 de agosto de 1867 que comunicaba que
todas las leyes, decretos y demdis disposiciones de las autoridades federales eran obligatorios por
el hecho de publicarse en el Periédico Oficial del Supremo Gobierno, se fortalecié la publicacién
del Diario Oficial con el propésito de que el Gobierno tuviera en la prensa un érgano que diera a
conocer oportunamente las leyes, decretos y disposiciones administrativas que debieran ofrecerse a
todo el piblico. En la seccién editorial elaborada por los redactores de este niimero (vol. 1, niim. 1,
del 20 de agosto de 1867) se puede observar el sentimiento politico del gobierno al presentarlo
como un instrumento conciliador y de unién entre la prensa independiente o de oposicién y la
oficial para defender la unidad de la repablica contra los ataques que sistematicamente le hacian
desde afuera, También se notaba la preocupacién por legitimar la actuacién gubernamental v se
reconocia que esto se podria lograr “no con encomios y alabanzas extemporéneos, que més que
ayudar a difundir las razones de los actos de gobierno, terminaban por quitarles credibilidad”. Se
sefialaba, asimismo, la misién de ser interlocutores contestatarios en asuntos de interés piiblico para
rectificar hechos y deshacer suposiciones calumniosas efectuadas por los periodistas en cumplimien.
to de su labor de anilisis de los actos de gobierno. Se comprendia plenamente la funcién de comuni-
cacién social y de informacién de las publicaciones oficiales en una sociedad que iba incrementando
sus niveles de complejidad.

Las numerosas oficinas del Supremo Gobierno, sefialaba el informe 1883-1885 de la Secreta-
ria de Fomento, Colonizacién, Industria y Comercio, “han necesitado del auxilio de la tipografia
para el mejor y més ripido desempefio de sus labores y algunas de sus impresiones oficiales se
han venido ejecutando desde hace algiin tiempo por la imprenta establecida en el Palacio Nacional
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para servir a limitados ramos, nunca ha sido posible —agrega— que diese abasto a la multitud de
trabajos tipograficos que necesitan los numerosos departamentos oficiales”.* Con esta introduccién
se justificaba la fundacién de la segunda imprenta, después de la del Palacio, en el seno de las
estructuras administrativas, el 1° de julio de 1833. Entre los 1,203 impresos editados en los primeros
treinta meses de operacién, no sélo se encontraba la papeleria que requerian las diferentes oficinas
de la Secretaria de Fomento, sino también los informes, anuarios, reglamentos, manuales, decretos,
boletines, guias técnicas, revistas y libros de caracter cientifico y cultural, cuyos temas estaban
circunscritos a las funciones de la Dependencia. Con este mismo criterio se establecieron posterior-
mente Jas imprentas de las Secretarias de Hacienda, Guerra, Comunicaciones e Instruccién Pablica,

Sabiendo que el Director General de los Talleres Graficos de la Nacién abundara sobre ellos,
s6lo quisiera resaltar que una vez establecidos estos talleres, a partir del Acuerdo Presidencial del
25 de febrero de 1925 se concentraron en este 6rgano la imprenta editorial de Educacién Publica,
la de Relaciones Exteriores y la del Diario Oficial dependiente de la Secretaria de Gobernacién,

Y que una vez convertidos los Talleres Graficos en sociedad cooperativa en 1939, empieza a
obtener un respaldo definitivo por los distintos gobiernos que en numerosas ocasiones ordenaban que
las Secretarfas y Departamentos de Estado tnicamente podrian ordenar los trabajos de impresién,
encuadernacién y, en general, de artes graficas a esta sociedad cooperativa.

En 1927, con motivo de la reorganizacién de la Secretaria de Hacienda y Crédito Pablico, se
establecié lo que para muchos constituye el primer Departamento de Prensa, Publicaciones y Bi-
bliotecas en una Dependencia Federal con el objeto de organizar “algunos miles de obras, tanto
empastadas como a la riistica, todas ellas en completo desorden” y de atender los servicios de prensa
y publicaciones de la Secretaria. Mas tarde, en 1939, se creé el Departamento Auténomo de Pu-
blicidad y Propaganda que en ese mismo afio cambié de denominacién por el de Departamento
Auténomo de Prensa y Publicidad (DAPP), como unidad central que tendria entre sus objetivos la
publicacién del Diario Oficial y la supervisién de las tareas de impresién encargadas al Archivo
General y a los Talleres Gréficos de la Nacién. La Ley de Secretarias y Departamentos de Esta-
do del 30 de diciembre de 1939 suprimié el DAPP y redistribuy$ sus funciones entre la Secretaria
Particular de la Presidencia y Ia Secretaria de Gobernacién.

Estas medidas pronto se vieron rebasadas y a partir de entonces la edicién de publicaciones
del Gobierno Federal se desarrollé por las diferentes Dependencias, aisladamente y sin una clara
coordinacion, por lo cual la Comisién de Administracién Piblica (CAP) plantes, en su estudio de
1967, Ia conveniencia de regular las publicaciones oficiales. Con las recomendaciones de la CAP, a
partir de 1973 se constituy$ el Comité Técnico Consultivo de Publicaciones Oficiales, bajo 1a coor-
dinacién de la Secretaria de la Presidencia. Este Comité se abocé a la tarea de establecer un catélo-
go de normas para unificar los criterios de elaboracién, edicién y distribucién de las publicaciones.
En forma similar, y en virtud de la proliferacién de bibliotecas y de centros de documentacién en
la Administracién Piiblica Federal que funcionaban de manera desarticulada y carecian de criterios
comunes para su funcionamiento técnico, en 1976 se propuso dar atencién en forma global a estos

* Meéxico. Secretaria de Fomento, Colonizacién, Industrie y Comercio. Memoria presentada al Congreso de la Unién (ene.-fun.
1883/1885). México. La Secretaria, 1887, Vol. 5, pig. 50L.
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problemas como parte del Programa de Reforma Administrativa del Gobierno Federal. De modo
que al crearse la Secretaria de Programacién y Presupuesto (SPP) se le encomendd, entre otras
funciones, la de establecer un Sistema Nacional de Informacién Documental destinado a captar,
procesar, publicar y difundir informacién en apoyo a la programacién y evaluacién de las acciones
del Sector Publico. Como una derivacién de este Sistema, el 14 de mayo de 1979 se creé por De-
creto Presidencial la Comisién Técnico Consultiva de Ediciones Gubernamentales en calidad de
6rgano asesor del Ejecutivo Federal encargada de establecer una politica editorial, junto con los
lineamientos y criterios generales que deberian observarse en las ediciones gubernamentales, a fin
de orientar sus conlenidos y conseguir unidad y congruencia en las mismas.

El establecimiento de este Comité no fue producto de disposiciones dictadas por las altas auto-
ridades de la burocracia, sino méas bien el resultado de numerosas reuniones y consultas nacionales
Yy en su concepcién estratégica se incorporaban todos sus posibles elementos para recomponer la
actividad editorial que se habia transformado en un compromiso social y en un desafio gubernamen-
tal para eficientar las tareas administrativas y racionalizar el gasto por ese concepto. Por esta
razon, las metas de mediano y largo plazos se proponian: crear Comités Internos de Ediciones Gu-
bernamentales en cada una de las Dependencias de la Administracién Piblica Federal; definir los
lineamientos y criterios generales para la produccién de las ediciones gubernamentales; integrar
un programa editorial central en el que se especificaran los propésitos de cada edicion; evaluar
anualmente los programas editoriales de cada dependencia, y establecer un sistema de enlace con
la Administracién Piiblica Paraestatal, a fin de extender estos lineamientos.

Sin desconocer los avances logrados por este importantisimo esfuerzo, la validez y la vigencia
de algunos lineamientos propuestos, creemos que los resultados obtenidos no correspondieron a las
expectativas planteadas debido, quizas, a la exhaustividad técnica, a la rigidez de los criterios especi-
ficos, a la desvineculacién con los programas paralelos relacionados intimamente con las publicacio-
nes oficiales y, sobre todo, al poco espacio de tiempo de operacién institucional de este Comité, ya
que como un efecto inmediato de la crisis y con el objeto de propiciar la depuracién y simplifica-
cién de las estructuras administrativas, el 12 de junio de 1984 se emiti6 el Decreto de extincion del
Comité Técnico Consultivo de Ediciones Gubernamentales.

* 'Después del acuerdo de austeridad publicado en el Diario Oficial del 15 de diciembre de 1982
para salvaguardar los recursos patrimoniales del Estado, se mencionaba en los Decretos Presiden-
ciales de los presupuestos anuales de egresos de la federacion, que las erogaciones por los concep-
tos de publicidad, propaganda, publicaciones oficiales y, en general, los relacionados con las activi-
dades de comunicacién social deberfan reducirse al minimo indispensable y se efectuarian siempre
y cuando se contara con la autorizacion expresa del titular de la dependencia correspondiente.

Mientras tanto, la inquietud por racionalizar las publicaciones oficiales tomaba cauces de la ma-
yor importancia y del mas alto nivel en el Poder Ejecutivo, cuando el mismo Presidente de la Repii-
blica instruia —el 11 de diciembre de 1987—, por conducto del Secretario de Gobernacién, la inte-
gracion de una Comisién para organizar las publicaciones que editara el Gobierno Federal durante
1988, formada por los Secretarios de Gobernacién, Educacién Pablica, Programacién v Presupues-
to y €l Director General de Comunicacidn Social de la Presidencia de la Repiblica. Esta Comisién
tenia por objeto recabar la informacién relacionada con los programas de publicaciones de la ad-
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ministracién pablica, analizarlos y revisarlos a fin de proponer las adiciones y reorientaciones nece-
sarias, sistematizarlos e integrarlos evitando publicaciones no indispensables, debiendo presentar
como conclusién las alternativas que condujeran a un programa de publicaciones articulado y efi-
ciente para informar a la opinién péblica, con la mayor amplitud, de las acciones de su gobierno.
La Comisién debia de proponer criterios de publicacién, tales como objetivos afines, ediciones con
caracteristicas de formato, disefio y tipografia acordes con sus propésitos. Por dltimo, el Presidente
de la Reptiblica emitié el 4 de enero de 1988 el Acuerdo que establecia las bases adminisirativas
generales respecto de las disposiciones legales para regular la asignacién y uso de los bienes y ser-
vicios que se pusieran a la disposicién de los servidores piiblicos de las dependencias y entidades
de la administracién piblica federal; en su articulo 18, fraccién III se establecia que: “las publi-
caciones impresas o audiovisuales que las dependencias o entidades realicen con propésitos de in-
formacién, difusién o promocién, interna o externa, seran solo las estrictamente necesarias y se evi-
tard emplear en su produccién, material de lujo y servicios importados o que vulneren la economia
propia de la funcién piblica”.

Otro de los aspectos no menos importante que se fue convirtiendo en una funcién de las ofici-
nas piiblicas se refiere al depésito legal de todos los impresos producidos en nuestro territorio, en
principio como una medida de orden para evitar los saqueos y pérdida de documentos y, posterior-
mente, en apoyo a la conformacién de la memoria social. Para explicarlo muy brevemente resalta-
mos el Decreto del 9 de marzo de 1822 que obligaba a los impresores a enviar dos ejemplares al Ar-
chivo del Congreso y que al no surtir los efectos esperados, se volvié a emitir en los mismos términos
el 27 de noviembre de 1823 cuando un mes antes se creaba el Archivo General y Pablico de la Na-
cién, el 22 de agosto de 1823. El articulo 4%, fraccién IV del Reglamento del Archivo General y
Piblico de la Nacién del 19 de noviembre de 1846 establecia que “los duefios o administradores
de las imprentas remitirin oportunamente al Archivo un ejemplar de cada peridédico que publiquen
y de cuantas impresiones se hagan en ellas”. En el Reglamento de 1856 se agrega, entre otras co-
sas, la obligacién de concentrar datos estadisticos, demogréficos y sociales. Después del Reglamento
de 1865 los ordenamientos acerca de los mecanismos de alimentacién del Archivo se hicieron me-
nos explicitos y sus atribuciones comenzaron a reducirse hasta ceder su caricter depositario a otras
instituciones y llegar a su concepcién actual con las funciones de correspondencia y archivos admi-
nistrativos e histéricos de la administracién piblica federal.

La Biblioteca Nacional aparece como institucién de depdsito legal por primera vez en el De-
creto del 14 de septiembre de 1857, que en su articulo 4° obligaba a todos los impresores de la ca-
pital a contribuir con dos ejemplares de todos los impresos que se publicaran. Esta disposicién ad-
quiri6 alcance nacional e incorporé también a la Biblioteca del H. Congreso de Ia Unién como
deposilaria, en los Decretos publicados el 30 de enero de 1937, el 3 de febrero de 1968 y el 9 de
febrero de 1965. Este iltimo estd vigente y se refiere a las publicaciones con fines comerciales,
aunque se incluyen también las de distribucién gratuita cuando se trate de obras educativas, di-
décticas, técnicas o cientificas de interés general; estableciendo, ademés, una linea de corresponsa-
bilidad con la Direccién General del Derecho de Autor para asegurar su debido cumplimiento.

Estos numerosos esfuerzos, que por mucho no son todos, realizados por nuestros gobiernos al-
rededor de los impresos nos muestran su actitud responsable y comprometida que nos ha permitido
alcanzar importantes avances en la materia. Sin embargo, sigue flotando en el ambiente la necesidad
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sentida por encontrar una respuesta mas estructurada y acorde con los esquemas de modernizacién
planteados por nuestra sociedad.

Pensar en una estrategia nacional que considere conjuntamente a las administraciones piiblicas
de la federacién y de los estados, no es una tarea exclusiva de quienes se ocupan de las operacio-
nes de impresién y distribucién, sino también de quienes estamos relacionados de alguna manera con
estos procesos. Kn este sentido, seria interesante preguntarles a los documentalistas profesionales qué
hacen cuando se encuentran con publicaciones que no refinen las caracteristicas minimas para su
procesamiento técnico (datos de contraportada, colofén, editor responsable, etc.), su conserva-
cion y recuperacion para ser consultadas; o bien, a los servidores piblicos o a cualquier otro usua-
rio sobre el tiempo que invierten en ubicar las unidades que pudieran conservarlas.

Para hacer mas viable la concepcion de una estrategia nacional, es requisito indispensable con-
tar con la voluntad pelitica de las altas autoridades del Gobierno y con nuestra decidida participa-
cién en el mejoramiento de cada una de las fases que la integran: produccién, distribucion, almace-
namiento, procesamiento y recuperacién para utilizarla. Debemos orientar nuestros esfuerzos para
mejorar la normatividad aplicable al conjunto de la administracién phblica, cuya flexibilidad le
permita ajustarse a la circunstancia particular de cada Dependencia y de cada Entidad Federativa,
para que no se convierta en “camisa de fuerza”. Debemos abandonar los planteamientos coyunturales
que arrojan “soluciones” efimeras y aparentes, porque lo més probable es que a la larga afloren trans-
formados en problemas con mayores dificultades para resolverlos. Debemos, finalmente, conocer
la situacién que deseriba lo mas fielmente el estado actual de las publicaciones oficiales, para en-
contrar las perspectivas viables de solucién que aprovechen la enorme experiencia acumulada, los
medios e infraestructura existentes y, desde luego, considerar entre otros muchos, los siguientes pun-
tos béasicos: a) estudiar, en el marco de la descentralizacién, la normatividad existente sobre el
depésito legal para asegurar la participacion del Sector Piiblico en la integracién de la memoria nacio-
nal; b) vincular el estudio de las publicaciones oficiales con los avances tecnolégicos de las herra-
mientas y los equipos para su almacenamiento, procesamiento y transferencia; ¢) que las tareas edito-
riales realizadas por distintos drganos de la misma Dependencia cuenten con una coordinacién
central, a fin de conocer lo que la Dependencia edite en su totalidad y unificar los criterios utilizados en
la produccién, presentacion, caracteristicas, etc.; d) impulsar el fortalecimiento de un érgano deposi-
tario (biblioteca, centro de documentacién o archivo) de la produccién editorial en cada Secretaria
o Entidad, con el propésito de poseer una coleccién completa de las publicaciones y facilitar la con-
formacién de la memoria institucional; e) procurar la publicacién periédica y permanente de guias,
inventarios o catilogos que den cuenta del esfuerzo editorial de las instancias gubernamentales;
f} definir canales efectivos de distribucion e intercambio para evitar que ediciones casi completas de
obras valiosas se pierdan almacenadas.

Por otra parte, a pesar de que resulta muy controvertido referirse a lo que debieran contener las
publicaciones oficiales, no debemos dejar de reconocer que en ocasiones no justifican su costo porque
aparecen duplicadas, incompletas o de escaso valor. Estamos obligados a extremar nuestra atencién
en el contenido de las publicaciones oficiales porque su finalidad podria revertirse en el deterioro de
la legitimidad y la disminucién del consenso de las instituciones gubernamentales,

Para terminar con esta exposicién, quisiera mencionar que esta oportunidad que nos ofrece el
INAP para participar en el anilisis del tema que nos ocupa debe observarse como el inicio de una
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reflexién profunda que nos permite contribuir con los esfuerzos realizados por nuestro gobierno.
Nos congratulamos de que la funcién editorial de la administracién pitblica esté en la mesa de discu-
siones por dos razones fundamentales: la primera, porque la informacién contenida en las publica-
ciones oficiales es 1til no sélo en el disefio y ejecucién eficiente de las estrategias de modernizacién
del Estado mexicano, tales como la simplificacién administrativa, la descentralizacién, el mejora-
miento de la democracia, la planificacién nacional, etc., sino también, mediante su adecuada comunica-
cién, aumenta y mejora la participacién ciudadana en la concepeién y ejecucién de esas estrategias.
Y la segunda, porque su importancia como elemento genético en el analisis cientifico de la propia
administracién piiblica representa el eslabén imprescindible en el ciclo reproductivo y de progreso
entre el desarrollo tedrico y la préictica administrativa.
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